
El 27 de agosto del 2001, la Comisión solicitó al Estado argentino tomar todas 
las medidas necesarias para proteger la vida y la integridad de María Dolores 
Gómez y su familia; en específico se le solicitaba la investigación diligente y 
eficaz de las amenazas y agresiones en su contra. La señora Gómez cumple 
funciones de defensora oficial en el departamento judicial de San Isidro, 
provincia de Buenos Aires y empezó a sufrir amenazas como consecuencia de las 
denuncias que efectuara sobre las condiciones carcelarias y las torturas y 
maltratos a los que se somete a los presos. El Estado respondió el 10 de 
septiembre de 2001 y la Comisión sigue recibiendo información de ambas partes 
sobre el desarrollo de las investigaciones. 


